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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. Como en el presente asunto no se demostró que se hubiese brindado alguna respuesta al demandante sobre la suerte de su reclamación, que está atada de manera primaria a la elaboración y remisión de su hoja de servicio por parte del aludido Jefe de la Sección Jurídica, quien además guardó silencio durante el trámite adelantado, sin justificar la demora en la gestión que le compete,  no queda más camino que el de conceder el amparo y ordenarle que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas desde la notificación de esta providencia, que proceda a elaborar y remitir a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares de la hoja de servicio del demandante, o a indicarle al interesado en forma clara y precisa, con los fundamentos pertinentes, la situación que impida obrar en tal sentido, de lo cual dará cuenta a esta Sala. En caso de carecer de competencia para ello, se ajustará a lo prevenido por el artículo 21 de la Ley 1755.
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Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Gerardo Aurelio Santos Rivera contra la Dirección de Prestaciones Sociales  del Ejército Nacional, a la que fueron vinculados el Subdirector de Prestaciones Sociales de la misma entidad, la Dirección de Personal del Ejército Nacional y el Jefe Sección Jurídica DIPER.
  



ANTECEDENTES




Gerardo Aurelio Santos Rivera, en su propio nombre inició esta acción de tutela, con el fin de que se protejan los derechos fundamentales previstos en los “Artículos 13, 42, 47, 48, 49, 1, 2, 11, 13, 29, 53 de la CN” de los que es titular y estima vulnerados por la entidad frente a la que accionó.

  



Adujo que el 23 de junio de 2016 radicó ante la Dirección de Prestaciones Sociales solicitud de retiro voluntario del Ejército Nacional, entidad en la que prestó 22 años de servicio, siendo su último cargo el de Mayor. El 24 de agosto siguiente, fue notificado del respectivo retiro y recibió el pago correspondiente a los 3 meses de alta, septiembre, octubre y noviembre de 2016; tiene a su cargo un menor de edad, un hijo mayor incapacitado; debe alimentos a su cónyuge y a otro hijo. Lleva 7 meses sin recibir ninguna clase de contraprestación económica por parte del Ejército, con lo que se afecta el mínimo vital de sus dependientes. El 23 de junio de 2017, mediante derecho de petición, solicitó el reconocimiento y pago del sueldo de retiro por cumplir con los requisitos necesarios. Se ha dirigido a las dependencias encargadas pero siempre se le exigen  diferentes documentos, los que reposan ya en las instalaciones de la demandada. Desde entonces, su núcleo familiar se encuentra sin protección social y esa omisión es una conducta lesiva de los derechos invocados, como quiera que también se está en mora en el pago de arrendamiento de vivienda, pues, no posee una propia con su nueva cónyuge.




Solicitó, por ende, ordenar a la parte accionada que reconozca el pago de la pensión de buen retiro por prestación es las filas del Ejército Nacional por 22 años y, subsidiariamente, que sea incluido en nómina.





Con la demanda, entre otros documentos, aportó copias del derecho de petición relacionado con “SUELDO DE RETIRO POR TIEMPO DE SERVICIO CUMPLIDO”; respuesta brindada por el Subdirector de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional que da cuenta de traslado por competencia de la misma a la Dirección de Personal de esa Institución castrense y del documento enviado a dicha dependencia sobre el particular (f. 5 a 8).
 



Se le dio trámite a la acción frente a la Dirección de Prestaciones Sociales del Ejército y fueron citados de igual manera en el extremo pasivo la Dirección de Prestaciones Sociales, el Subdirector de Prestaciones Sociales, la Dirección de Personal del Ejército Nacional y el Jefe Sección Jurídica DIPER; se concedió el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa y se decretaron pruebas.
 



 No hubo respuesta y ahora se decide, previas las siguientes, 
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos (art. 86 CN).

En este caso, Gerardo Aurelio Santos Rivera, trata de poner a salvo los derechos arriba señalados, por cuanto no se le ha reconocido la prestación de “Sueldo de Retiro por Tiempo de Servicio Cumplido” que solicitó ante Dirección de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional, y ante su retiro voluntario en la institución castrense luego de cumplir 22 años de servicio a la misma, por lo que solicita conminar a la demanda en que reconozca el pago de la respectiva mesada e inclusión en nómina.

A juicio de la Sala, luego de revisado el libelo inicial, lo que está primariamente en juego, aun cuando no se haya invocado expresamente, es el derecho fundamental de petición del que el interesado hizo uso con escrito radicado el 23 de junio de 2017 (f. 5 y 6), al elevar ante la Dirección de Prestaciones Sociales, como se desprende de la parcial contestación obtenida (f. 7), la reclamación del sueldo de retiro, cuya respuesta debe conocerse antes de analizar si es pertinente, por esta vía constitucional, acceder a un reconocimiento de esa estirpe. Dicho de otro modo, hasta tanto se obtenga un pronunciamiento de fondo, en favor o en contra de lo pedido, le está vedado al juez constitucional, adelantarse, sin mayores elementos probatorios, a una decisión que atañe, en principio, a la autoridad. 
  



Ahora bien, como se desprende de la foliatura, se ha indicado que es deber del Jefe Sección Jurídica DIPER del Ejército Nacional, elaborar y remitir la hoja de servicio correspondiente del accionante, como acto preparatorio requerido para que la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares proceda conforme se le solicita (f. 8). Por ello, le fue enviado al Jefe de esa sección, por parte del Subdirector de Prestaciones Sociales, el documento del 12 de julio de 2017, con la advertencia que de existir alguna circunstancia que impidiera la elaboración de la hoja de servicio del peticionario, se informara sobre las razones jurídicas, con copia a esa Dirección, hecho que no fue refutado durante el traslado, pese a que se solicitó información sobre la veracidad de su entrega; de manera que, ante el silencio guardado, se infiere que sí fue recibido. 
  



A partir de allí, transcurrido el lapso establecido para dar respuesta. Según lo previsto por el artículo 14 de la ley 1755, surge incontestable, que se ha vulnerado el derecho de petición, que tiene como norte, que las autoridades respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama.  No se trata propiamente de que la respuesta tenga que ser favorable, sino que resuelva en forma clara y completa lo que se pide, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; por lo demás, la respuesta tiene que hacérsele conocer al interesado, pues de lo contrario, ningún efecto surtiría. 

  



Sobre el particular ha sostenido de vieja data la Corte Constitucional
 que:

  
“…Respecto a los requisitos señalados, esta Entidad ha manifestado que una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se plantea (artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución verse sobre lo pedido y no sobre un tema semejante, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. 

  
5-
En lo que tiene que ver con los términos legales para la oportuna respuesta del derecho de petición este Tribunal, fundado en la legislación aplicable al caso ha entendido que: “... por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días (hábiles) para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes”. (Aclaración fuera del texto)

  


En conclusión, puede decirse que el derecho fundamental de petición propende por la interacción eficaz entre los particulares y las entidades públicas o privadas, obligando a éstas a responder de manera oportuna, suficiente, efectiva y congruente las solicitudes hechas por aquellos. Faltar a alguna de estas características se traduce entonces en la vulneración del derecho de petición.”

  



Recientemente
, se reiteró que: 
Así las cosas, se puede afirmar que, conforme al mandato constitucional en comentario, todas las personas tienen derecho a elevar peticiones respetuosas a las autoridades y a exigir de éstas una respuesta oportuna que las resuelva de manera clara, precisa y congruente; es decir, una respuesta sin confusiones ni ambigüedades y en la que exista concordancia entre lo solicitado y lo resuelto, independientemente de que acceda o no a las pretensiones, pues, como ya se indicó, no es mandatario que la administración reconozca lo pedido. Finalmente, se resalta que la respuesta debe obedecer a los parámetros establecidos por la Ley para el tipo de petición elevada y debe ser finalmente notificada al peticionario
.

 



Como en el presente asunto no se demostró que se hubiese brindado alguna respuesta al demandante sobre la suerte de su reclamación, que está atada de manera primaria a la elaboración y remisión de su hoja de servicio por parte del aludido Jefe de la Sección Jurídica, quien además guardó silencio durante el trámite adelantado, sin justificar la demora en la gestión que le compete,  no queda más camino que el de conceder el amparo y ordenarle que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas desde la notificación de esta providencia, que proceda a elaborar y remitir a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares de la hoja de servicio del demandante, o a indicarle al interesado en forma clara y precisa, con los fundamentos pertinentes, la situación que impida obrar en tal sentido, de lo cual dará cuenta a esta Sala. En caso de carecer de competencia para ello, se ajustará a lo prevenido por el artículo 21 de la Ley 1755.
  



Se absolverá a los demás intervinientes, por cuanto, de momento, ninguna trasgresión de los derechos del accionante se advierte. 
   



Finalmente, en los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo solicitado por Gerardo Aurelio Santos Rivera, en relación con el derecho fundamental de petición.




En consecuencia, se ordena al Jefe Sección Jurídica DIPER del Ejército Nacional, Teniente Coronel Fredy Mauricio Franco Montes, o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas desde la notificación de esta providencia, proceda a suministrar una respuesta a la solicitud del actor, acorde con el traslado que le fue efectuado por el Subdirector de Prestaciones Sociales con oficio del 12 de julio de 2017, Radicado No. 20173671133041, tendiente a la elaboración y remisión a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares de la hoja de servicio del Mayor ® Gerardo Aurelio Santos Rivera, o a indicarle al mismo, en forma clara y precisa, con los fundamentos pertinentes, la situación que impida obrar en tal sentido, de lo cual dará cuenta a esta Sala.  En caso de carecer de competencia para ello, se ajustará a lo prevenido por el artículo 21 de la Ley 1755.
   



Se absuelve a las demás involucrados en el asunto. 

Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

   



A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA              

      





      
        En comisión de servicios
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� Sentencia T-481 de 2016


� Sentencia T-192 de 2007.





4

